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               Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires






                   Buenos Aires, 12 de  junio de 2007

RES.  N° 316 /2007

VISTO: 

El expediente CM Nº SCD - 082/07-0 ( CDyA N° 406/2007) de la Comisión de Disciplina y Acusación de este Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, caratulado: “SCD s/ Denuncia formulada por el Dr. González, Sergio Adrián”; y

CONSIDERANDO:

Que las presentes actuaciones se inician por la denuncia formulada por el Dr. Sergio Adrián González, contra la titular del Juzgado en lo Contencioso  Administrativo y Tributario Nº 7, Dra. Lidia Ester Lago, por mal desempeño.

Que fundamenta su denuncia en la actuación que le cupo a la Magistrada, en el Expediente EJF “GCBA c/GONZALEZ Sergio, GONZALEZ MUNDO, Roberto  y BUENO, Ana Mercedes s/Ejecución Fiscal - Avalúo”, Expte. EJF Nº 728477/0 en trámite por ante el Juzgado CAy T Nº 7, Secretaría Nº 14.

Que el Dr. González, Abogado inscripto al Tomo 63 Folio 939 CPACF, quien resulta ser codemandado en los autos arriba referidos, adjunta fotocopias del referido expediente, (fs. 1 / 30), ofreciendo prueba documental e informativa.

Que imputa a la Magistrada acciones y omisiones que denotan una discrepancia de criterio jurídico y de aplicación de la ley, con lo que el denunciante entiende que “dejó  a los codemandados en un estado de indefensión absoluta. Con su conducta violó disposiciones de orden superior de la Ley Fundamental, a saber: derecho de defensa en juicio, de igualdad ante la ley y derecho de propiedad”.

Que sostiene el denunciante que “se vio obligado a plantear la nulidad de la ejecución fiscal, conjuntamente con la recusación de la jueza actuante. Como corolario de este dislate, los ejecutados se ven perjudicados en sus intereses y hasta pueden ser despojados de su patrimonio sin tener legitimidad pasiva para ser demandados, no habiendo firmado título ejecutivo alguno y sin ser titulares de dominio del inmueble litigioso. Y todo ello en el marco de un proceso donde las irregularidades fueron manifiestas y la actuación de la Magistrada por demás cuestionable”.

Que se citó al Dr. Sergio Adrián González en los términos del art. 4to. del Reglamento para la apertura del procedimiento de remoción de Magistrados e integrantes del Ministerio Público, aprobado por Res. CM N º 171/2003.

Que a fs. 44 consta que compareció personalmente el Dr. Sergio Adrián González, ratificó la denuncia y expresó que le parece que la jueza cometió una “falta grave” y que su denuncia no apunta a una remoción de la Magistrada sino a un “severo llamado de atención”.

Que dictaminó la Instructora a fs. 51 / 51 vta. dejando constancia que, “evaluadas las constancias de la denuncia, surge que, el hecho denunciado no reviste, a criterio de este Departamento, y de la propia pretensión del denunciante, envergadura suficiente para habilitar el proceso previsto por la resolución CM 171/2003. En cuanto a la  procedencia de la apertura de un sumario disciplinario en los términos de la resolución CM 384/2003, entiendo que con las constancias agregadas, alcanza para formarse opinión fundada acerca de los hechos denunciados acerca de la conducta de la Sra. Magistrada, por cuanto se han agregado las constancias de la causa origen de la denuncia, lo que configura una cuestión de puro derecho.  Por ello he de analizar el fondo de la cuestión traída para conocimiento de este Consejo: el denunciante se agravia de la continuación del procedimiento sin encontrarse cumplida la intimación cursada el 6 de julio de 2006, que, a su criterio, torna improcedente la continuación de las actuaciones contra los usufructuarios, y el desistimiento de la acción contra el propietario del bien. Que todas estas cuestiones son propias de los procesos judiciales y sus vías  recursivas, o pasibles de planteos de nulidad si así lo entendiere conveniente el letrado, pero ajenas a la intervención de este Consejo. El Dr. González a fs. 31 vta., 32 y 32 vta. hace referencia a que ha promovido incidente de nulidad y recusación de la Dra. Lago. Este Departamento ha compulsado el sistema iurix, base de datos del Fuero, que se agregan a estas actuaciones en 5 fs, con  relación a la EJF 728.477. Se advierte que la Magistrada ha dispuesto la remisión a la Excma. Cámara. Como se ha expresado en anteriores actuaciones, las facultades disciplinarias del Consejo de la Magistratura no deben confundirse con la tarea jurisdiccional propia de los Tribunales locales. En el mismo sentido, la Ley 31  dispone en su art. 1 que es función de este Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la que reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del estado, o incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.  Por todo lo expuesto, entiendo que corresponde el archivo de la presentes actuaciones en relación a las imputaciones a la Dra. Lago.”

Que asimismo, el denunciante señala a fs.  32 que las firmas con relación a las notificaciones cuyas copias obran agregadas a fs. 21 y 28 atribuídas al Oficial Notificador Federico Martín Gonnet son “absolutamente disímiles”. 

Que la Comisión de Disciplina ha tenido por principio que los  asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria, y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Así, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudiera ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113).

Que el Anexo I de la Res. CM Nº 384/2003, artículos 6º y 7º,  prevé expresamente los supuestos que constituyen faltas disciplinarias y que, por ello, dan lugar a la responsabilidad de esa índole de los Magistrados del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Que la potestad de este Consejo de la Magistratura se agota en la determinación de las  responsabilidades originadas en las conductas que se consideren puedan llegar a ser pasibles de sanciones disciplinarias o se configuren como posibles causales de remoción.

Que como corolario de ello resulta que, en definitiva, lo que se pretendería con la denuncia que nos ocupa es cuestionar las decisiones adoptadas por la Magistrada interviniente en el marco de la causa, decisiones que no se encuentran firmes, toda vez que el expte. EJF Nº  728477/1 se encuentra actualmente en la  Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario, intentando así, constituir a este Cuerpo  en una nueva instancia judicial, función por cierto que no le fue asignada constitucionalmente.


Que la necesaria serenidad que debe presidir el proceso de juzgamiento se vería seriamente resentida si el magistrado o funcionario debiera temer por las represalias que, en forma de juicios de responsabilidad o de denuncias, pudieran adoptar quienes están disconformes con el fallo, aunque en él hubiese efectivos desaciertos. Así lo entendió desde antiguo la Suprema Corte de Estados Unidos de Norteamérica, al señalar con agudeza que: “Es un principio general de fundamental importancia de toda administración de justicia que un funcionario judicial, cuando ejerce las facultades que le han sido conferidas, tenga libertad para actuar de acuerdo con sus propias convicciones, sin miedo a sufrir consecuencias personales.La responsabilidad que lo exponga a responder ante cada persona que pueda sentirse agraviada por una de sus acciones, resultaría incompatible con el ejercicio de su libertad, y destruiría la independencia sin la cual ningún poder judicial puede ser respetable o útil”. Dijo también que “la desilusión provocada por una decisión adversa, frecuentemente da rienda suelta a imputaciones de ese tipo y -dada la imperfección de la naturaleza humana- esto difícilmente constituya un caso excepcional” (“Bradley v. Fischer” 80 U.S. -13 Wall- 335-1871). 

Que la Comisión de Disciplina y Acusación  carece de facultad para revisar el contenido de las decisiones emanadas de la jueza Lago por no ser un Tribunal de Apelación, limitándose su tarea a verificar si de sus resoluciones surgen conductas incorrectas que configuren su mal desempeño o la posible comisión de un delito en el ejercicio del cargo, en tanto pretender lo contrario implicaría una flagrante violación al principio de inamovilidad que gozan  los magistrados como garantía de su independencia.

Que, en suma, aún cuando resultara errónea alguna de las actuaciones conforme se menciona en la denuncia, el Consejo de la Magistratura  no puede inmiscuirse directa o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que este Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administracion del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de  Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, T omo II, Pag. 275).

 Que tal ha sido el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto sostuvo que, cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto (Fallos: 300:1330). Asimismo, sostuvo dicho Tribunal  que “lo inherente a las cuestiones procesales suscitadas en causas judiciales  (...) es facultad propia de los magistrados que entienden en los respectivos procesos y los posibles errores o diferentes interpretaciones que sobre ella se hagan encuentran remedio oportuno en los recursos previstos en las normas adjetivas aplicables al caso. Siendo así, no resulta idónea para apoyar una solicitud de enjuiciamiento la acusación referente a que se habría configurado un desconocimiento y/o no aplicación de la legislación vigente, por el hecho de mantener el juez denunciado su competencia. Lo atinente a la aplicaicón e interpretación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener reparación a  los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional” (Fallos: 305:113). Por ende, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274: 415), extremos que, por cierto, como ya fuera referido “ut supra”, no se configuran en la especie.

Que también Bidart Campos entendió que cuando la conducta que se pretende cuestionar es el pronunciamiento de un magistrado en el marco de un proceso, la cuestión plantea  un límite concreto: las sentencias judiciales son actos jurídicos producto de la actividad de un órgano jurisdiccional, cuya validez sólo puede ser cuestionada, en su caso, ante un órgano del mismo ámbito (Bidart Campos, Germán J. “El Derecho constitucional del Poder”, Ediar, Buenos Aires, 1967, Tomo II pag. 245).

Que, en conclusión, se puede afirmar que solo existe por parte del presentante un desacuerdo con decisiones jurisdiccionales adversas a sus intereses, las cuales -como en reiteradas oportunidades se ha establecido- sólo pueden ser atacadas  por las vías procesales pertinentes. De hecho, el mismo denunciante ha manifestado que interpuso un recurso de nulidad y, de las consultas del sistema Iurix, surge que el expediente se encuentra en la Cámara de Apelaciones del fuero,  Sala II -pasó a Secretaría General, para ser elevado a la Cámara el 27/04/07.

Que en similar sentido, Alfredo Palacios, en ocasión del juicio político de los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, señaló con acierto que: "...así como ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente ni molestado por opiniones que emita en desempeño de su mandato; ni el Poder Ejecutivo puede atribuirse funciones judiciales, recíprocamente los magistrados no pueden ser enjuiciados por las doctrinas o convicciones que sustenten en sus fallos porque entonces desaparecería totalmente su independencia y quedaría abolido el principio de la separación de poderes." (Alfredo Palacios, "La Corte Suprema ante el Tribunal del Senado", Ed. Jus, Buenos Aires, 1947, p. 252).

Que la independencia del órgano judicial tiene su expresión más acabada en el plano funcional en el ejercicio estricto de la potestad jurisdiccional y en el respeto a la libre determinación del juez. Esa independencia comienza a formularse como una zona de reserva de los jueces y tribunales en el ejercicio de la función de juzgar; la pretensión de Montesquieu al diseñar la doctrina de la división de poderes se orienta en ese sentido. La independencia judicial, desarrollada en sus orígenes en referencia al ejercicio de la función jurisdiccional, también abarcó la independencia de criterio del magistrado, ello con la finalidad de asegurar la garantía de la inamovilidad en las funciones mientras dure la buena conducta.

Que institucionalizada la doctrina de la separación de Poderes, la inamovilidad se convirtió en un elemento esencial de la independencia del órgano judicial.

Que, en razón de las consideraciones efectuadas, este Plenario considera improcedente el análisis de los hechos traídos a su conocimiento, dado que escapan a su competencia por cuanto tienen remedio procesal.

Por ello, en función de las atribuciones conferidas por el artículo 116 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, la Ley 31 y los Reglamentos aprobados por Resolución CM Nº 317/2003 y Resolución  CM Nº 384/2003;  

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1º: Desestimar la denuncia formulada por el Dr. Sergio Adrián González contra la titular del Juzgado en lo Contencioso  Administrativo y Tributario Nº 7, Dra. Lidia Ester Lago y disponer el archivo de las presentes actuaciones.

Art. 2º:  Regístrese, notifíquese a los interesados y, oportunamente, archívese.

RESOLUCION  Nº 316 /2007

Juan Pablo Mas Velez




María Teresa del Rosario Moya

           Secretario





                   Vicepresidenta
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